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León, Guanajuato, a 19 diecinueve de julio del año 2012, dos mil doce. . .  . .  
V I S T O para resolver el expediente número 411/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por la ciudadano FRANCISCO JAVIER PACHECO MARTÍNEZ, en contra del DIRECTOR GENERAL DE POLICIA MUNICIPAL DE LEÓN, GUANAJUATO; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora en la demanda señala como acto impugnado la destitución de su cargo de Policía raso adscrito a la Dirección General de Policía de la Secretaria de Seguridad Pública de León, Guanajuato, cuya existencia se encuentra acreditada en esta causa administrativa con el original del oficio sin número, de fecha ---, dos mil once, suscrito por el Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que  conforme a lo  estipulado por los  artículos  261 y  262  del 

Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad en su contestación de demanda no aduce ninguna causal de improcedencia o de sobreseimiento y de autos se advierte que no se actualiza alguna causal de las previstas en los citados artículos 261 y 262, respectivamente, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en la primera parte del primer concepto de impugnación del escrito de demanda, la actora en esencia aduce que el acto impugnado le provoca agravio, toda vez que es deficiente en su fundamentación y motivación, ya que el documento donde consta el acto carece de preceptos legales aplicables al caso concreto, ni tampoco se señalan las circunstancias especiales, ni los razonamientos lógicos que le dieran la presunción de cuáles fueron los hechos, situaciones, razones particulares o causas inmediatas de las que se valió la demandada para determinar su destitución, ya que solo le informa que había sido separado de su cargo, por no haber aprobado los procesos de evaluación de control de confianza que se le habían aplicado. En tanto, que el Director General de Policía al contestar este concepto de impugnación respecto al primer párrafo, expresa que es ineficaz, toda vez que hace manifestaciones vagas, no expresa argumentación con soporte legal, por el cual demuestre que los preceptos legales citados en el acto impugnado sean inaplicables a la destitución y es inatendible, toda vez que quedo debidamente motivada y fundamentada la causa, por no aprobar los procesos de evaluación y control de confianza, siendo la aprobación uno de los requisitos que deben reunir los integrantes de los cuerpos de seguridad pública. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En  efecto, realizando un análisis del texto del documento en donde consta el acto impugnado, se advierte que la separación del cargo de Policía con el grado de Oficial adscrito a la Dirección General de Policía Municipal de la Secretaria de Seguridad Pública del Municipio de León, Guanajuato, que sufrió Francisco Javier Pacheco Martínez, se encuentra insuficientemente fundada y carente de motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en virtud de que por fundar un acto administrativo se entiende el señalar el o los preceptos, fracciones, incisos y en su caso los párrafos, de la Ley y/o del Reglamento que lo rigen y en el que se apoya su emisión; y, realizando una detenida lectura del texto del oficio sin número de fecha 26 veintiséis de diciembre del año 2011, dos mil once, suscrito por el Director General de Policía de León, Guanajuato, que contiene el acto impugnado, se advierte que se expresa como fundamento legal de la causa de la separación del cargo, entre otros, los artículos 74, 85 fracción V y 88 Apartado B, fracción  VI, de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; y, 50, 64 y 67 fracción II, inciso f), de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, numerales que condicionan la permanencia de los integrantes en las Instituciones Policiales al cumplimiento de los requisitos que determina la Ley, pero la autoridad omite expresar la norma jurídica que prevé el supuesto jurídico que constituye la falta grave, cuya comisión se le reprocha al actor, como lo es en el artículo 28, inciso b), fracción II, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; razón por la cual el acto combatido se encuentra insuficientemente fundado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Mientras que por motivar un acto administrativo se entiende el expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tienen para determinar que se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en la norma legal; sin embargo, en la especie, la autoridad demandada, por un lado, omitió indicar de manera detallada las circunstancias especiales, las razones particulares o las causas inmediatas del por qué los hechos hacen que la situación en que se encuentra el actor encaje en la hipótesis jurídica prevista como falta grave en el artículo 28, inciso b), fracción II, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, la que consiste en “dar negativo en las pruebas y exámenes de control de confianza aplicadas”, toda vez que no se indica pormenorizadamente el por qué el justiciable dejó de cubrir los requisitos de permanencia, no se expresa en particular el requisito dejado de cumplir; y por otro lado, tampoco aduce de manera detallada cuales fueron las circunstancias especiales, las razones particulares o las causas inmediatas por las qué no se aprobó el proceso de evaluación y control de confianza, es decir, se deja de externar de modo pormenorizado el por qué se le separó del cargo, amén de que no se describe el método o pasos esenciales que componen ese proceso; por tanto, se deja de expresar el razonamiento substancial que justifica en el caso la realización del supuesto de hecho que condiciona la comisión de la referida falta administrativa a cargo del justiciable, por consiguiente, se concluye que el acto combatido se encuentra carente de  motivación. . . . .  . . . . . 
Bajo esta premisa, la destitución que consiste en la separación definitiva del cargo, constituye un acto administrativo carente de legalidad, porque es insuficiente el fundamento legal invocado y le falta motivación, omisiones que constituyen la ausencia del elemento de validez, exigido por el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en consecuencia, esta omisión trae consigo la ilegalidad del acto impugnado, de donde resulta injustificada la destitución del cargo de policía raso de Francisco Javier Pacheco Martínez, no obstante, que la protección de este proceso no puede tener como finalidad la reincorporación del impetrante en su cargo, sino que sólo comprende el derecho al pago de una indemnización y de las prestaciones que se precisan en los siguientes párrafos, pues, por la naturaleza del servicio que tiene encomendado el actor como elemento de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipales, la declaración de nulidad del acto impugnado no tiene efectos retroactivos, ni restitutorios, de acuerdo a lo señalado por el artículo 123, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, numeral que establece lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

. . .

Apartado B. . .

. . .

XIII.-  Los   militares,  marinos,  personal  del  servicio  exterior,  agentes  del 

Ministerio  Público, peritos y  los miembros de las  instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

Las autoridades del orden federal, estatal, del Distrito Federal y municipal, a fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal del Ministerio Público, de las corporaciones policiales y de los servicios periciales, de sus familias y dependientes, instrumentarán sistemas complementarios de seguridad social.

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción XI de este apartado, en términos similares y a través del organismo encargado de la seguridad social de los componentes de dichas instituciones.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Del precepto Constitucional transcrito se colige, que las relaciones derivadas de la prestación del servicio entre los miembros de los cuerpos de seguridad pública y el Municipio son de naturaleza administrativa y no de carácter laboral, las que se rigen por su propias Leyes, esto es, por la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y por el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; y, de igual manera, se deduce la improcedencia de la reincorporación en el cargo de los miembros de corporaciones policiales de quienes no satisfagan los requisitos de permanencia exigidos por la citada Ley, excluyéndoseles de los derechos laborales de los trabajadores del Municipio y particularmente carecen del derecho a la estabilidad en el empleo y de la inmutabilidad de toda condición de ingreso o permanencia en el cargo, medida constitucional que se adopta en la citada Ley de Seguridad Pública, por consiguiente, al actor no le es aplicable supletoriamente la Ley Federal del Trabajo. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por parte del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que entre los policías preventivos y los Municipios existe una relación jurídica de naturaleza administrativa, en la Jurisprudencia por contradicción de tesis de la Novena Época, Registro: 200322, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, II, Septiembre de 1995, Materia(s): Administrativa, Tesis: P./J. 24/95, visible a página: 43, bajo el siguiente rubro: “POLICIAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MEXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACION JURIDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA. La relación Estado-empleado fue, en principio de naturaleza administrativa, pero en derecho positivo mexicano, en beneficio y protección de los empleados, ha transformado la naturaleza de dicha relación equiparándola a una de carácter laboral y ha considerado al Estado como un patrón sui generis. Sin embargo, de dicho tratamiento general se encuentran excluidos cuatro grupos a saber: los militares, los marinos, los cuerpos de seguridad pública y el personal del servicio exterior, para los cuales la relación sigue siendo de orden administrativo y, el Estado, autoridad. Por tanto, si los miembros de la policía municipal o judicial del Estado de México, constituyen un cuerpo de seguridad pública, están excluidos por la fracción XIII Apartado B del artículo 123, en relación con los artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo y 116, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la determinación jurídica que considera la relación del servicio asimilada a la de trabajo y al Estado equiparado a un patrón, de donde se concluye que la relación que guardan con el gobierno del Estado o del Municipio, es de naturaleza administrativa y se rige por las normas también administrativas de la ley y reglamentos que les correspondan y que, por lo tanto, las determinaciones que dichas entidades tomen en torno a ésta no constituyen actos de particulares, sino de una autoridad, que en el caso particular referente a la orden de baja del servicio, hace procedente el juicio de amparo ante el juez de Distrito.” Contradicción de tesis 11/94. Entre las sustentadas por el Primero y el Segundo Tribunales Colegiados del Segundo Circuito. 21 de agosto de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: José Pablo Pérez Villalba. El Tribunal Pleno en su sesión privada del jueves treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco asignó el número 24/1995 (9a.) a esta tesis de jurisprudencia aprobada al resolver la contradicción de tesis número 11/94. México, Distrito Federal, a treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco. . . . . . 

Así, partiendo de la premisa de que entre el justiciable y el Municipio de León, Guanajuato, se da una relación administrativa y no de tipo laboral, se concluye que conforme a lo estipulado por el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adminiculado con el artículo 50, segundo párrafo, de la aludida Ley de Seguridad Pública, el impetrante tiene derecho a recibir una indemnización de tres meses y demás prestaciones a que tenga derecho; en este sentido, sobre el particular cabe precisar que a fin de determinar el monto y conceptos de estas prestaciones, el juzgador se encuentra constreñido a asumir de oficio el Control Convencional, de acuerdo a lo estipulado por los artículos 1° reformado y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a los razonamientos lógicos y jurídicos señalados en los párrafos que preceden. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las pretensiones señaladas en los incisos b), c) y d) punto 1 uno, del capítulo de prestaciones de la demanda, relativas al reconocimiento del derecho al pago de la indemnización que establece el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y en el segundo párrafo de la fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, resulta procedente, en virtud de las siguientes razones: 

En principio, cabe mencionar que el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, Constitucional establece: “… Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho…”; en segundo lugar el artículo 50, segundo párrafo, de la aludida Ley de Seguridad Pública, dispone: “Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada… En tal supuesto el ex servidor público únicamente tendrá derecho a recibir las prestaciones que le correspondan al momento de la terminación del servicio y que le permanezcan vigentes al tiempo de su reclamo, así como a una única indemnización de tres meses conforme a la última remuneración base diaria percibida, salvo que ésta excediera del triple del salario mínimo general vigente en el Estado, en cuyo caso será ésta la cantidad que se tome como base diaria para la cuantificación de dicha indemnización”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Como puede observarse en el segundo párrafo del artículo 50 de la invocada Ley de Seguridad Pública, el Legislador Local establece un límite salarial al derecho de indemnización, tope que no establece el citado precepto Constitucional, circunstancia que hace que no compaginen dichos numerales; en consecuencia, éste Órgano Jurisdiccional a fin de determinar cuál de éstas dos normas jurídicas es la que debe prevalecer y en su caso aplicarse al justiciable, se encuentra constreñido a ejercer de oficio -ex officio- una interpretación conforme al principio de Control Convencional para lograr la mayor protección de los derechos humanos, previstos por el artículo 1° en relación con el 133, última parte, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el primero reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, facultad concedida a este Órgano de Control de Legalidad, a fin de proteger y garantizar los derechos humanos de las personas frente al actuar de las autoridades administrativas Municipales, numerales que establecen:  . 
 “Artículo 1°.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”

“Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.”

Adminiculando entre sí estos dos preceptos, se colige que se contempla a los Jueces en una acepción amplia, por lo que también se incluye a los Jueces Administrativos Municipales y si estos tienen encomendada la función jurisdiccional que le confieren al Municipio los artículos 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 117, párrafo primero, después de la fracción XVII, de la Constitución Política del Estado de Guanajuato y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, como órganos jurisdiccionales se encuentran constreñidos a proteger y garantizar de manera plena los derechos humanos previstos en nuestra Carta Magna y en los Tratados Internacionales de la materia firmados por México, debiendo favorecer en todo tiempo a las personas la protección más amplia que en derecho proceda, en atención al principio pro persona, establecido en el segundo párrafo del artículo 1º Constitucional, en un modelo de Control Difuso de Constitucionalidad, de acuerdo a lo señalado por el artículo 133. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al respecto, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, del día 16 dieciséis de diciembre del año de 1976, mil novecientos setenta y seis, aprobado por el Senado de la República y publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 09 nueve de enero de 1981, mil novecientos ochenta y uno; en su artículo 2° dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“1.- Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 

respetar y  garantizar a todos los individuos que se encuentran en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción, los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin discriminación alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

2.- Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales  y  las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter.

3.- Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar que: 

a).- Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales;

b).- La autoridad competente judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso y desarrollará las posibilidades del recurso judicial; 

c).- Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.”

Mientras que, en relación a los derechos humanos la Convención Americana de Derechos Humanos “Pacto de San José”, debidamente aprobada por el Senado de la República y publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 09 nueve de enero de 1981, mil novecientos ochenta y uno, en su artículo 1° establece: . . .  . . . . 

“Artículo 1°.- Obligación de respectar los Derechos.

1.- Los Estados Partes en esta Convención se  comprometen a respectar los 

derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
2.- Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.”

Por su parte, el Convenio Internacional Relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación, aprobado por el Senado y Publicado en el Diario Oficial de la Federación, con fecha 11 once de agosto del año de 1962, mil novecientos sesenta y dos, en su artículo 1º, apartado I, inciso A), establece: . .  . . . 
“Artículo 1

1.- A los efectos de este convenio, el término (discriminación) comprende:

A).- Cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación;”

Como se puede observar en los preceptos transcritos en supralíneas tanto de nuestra Carta Magna como de los Tratados Internacionales, la función jurisdiccional, por una parte, comprende la tutela de los Derechos Humanos de las personas, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, motivo por el cual este Órgano Jurisdiccional Municipal en materia administrativa de acuerdo a dichas disposiciones se encuentra constreñido a proteger el derecho humano de protección judicial con el fin inmediato de dar acceso a la justicia, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 206, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, por otra parte, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica al justiciable frente a las actuaciones arbitrarias de las autoridades Municipales demandadas, el Juzgador debe ejercer el Control de Convencionalidad ex officio entre el artículo 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y el bloque de Constitucionalidad integrado por la Constitución Federal, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y la Convención Americana (Pacto de San José). . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el particular, no se omite precisar que en nuestro orden jurídico el precedente de la obligación de los Jueces de ejercer Control de Convencionalidad, lo constituye la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso del ciudadano Rosendo Radilla Pacheco, seguida de las reformas del artículo 1° Constitucional, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 10 diez de julio del año 2011, dos mil once, lo que originó que el   fallo fuera cumplimentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de la sentencia Varios 911/2010, de fecha 14 catorce de julio del año 2011, dos mil once, de donde se desprende que el método de interpretación del Control de Convencionalidad, tiene como finalidad buscar la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate y se conceden a los Jueces ordinarios facultades de control de constitucionalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Abundando lo anterior, también cabe mencionar, que con motivo de la entrada en vigor de las reformas del artículo 1°, párrafos segundo y tercero, Constitucional, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación dejó sin efectos las tesis jurisprudenciales que establecían como atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación el control judicial de la Constitución, mediante resolución dictada en la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011 en la que se apoyó la aprobación de la tesis aislada bajo el siguiente rubro: . . . . .  . . . . . . 

“CONTROL DIFUSO. Con motivo de la entrada en vigor de los párrafos segundo y tercero del artículo 1o. constitucional modificados mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, debe estimarse que han quedado sin efectos las tesis jurisprudenciales P./J. 73/99 y P./J. 74/99, de rubros: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN." y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN.". Décima Época; Registro: 2000008; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. I/2011 (10a.); visible a Página: 549. La presente tesis deriva de la resolución dictada en la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011, en la cual el Pleno, por mayoría de nueve votos, determinó dejar sin efectos las tesis jurisprudenciales números P./J. 73/99 y P./J. 74/99, cuyos rubros son los siguientes: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN" y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN". . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, asumió el nuevo criterio en el sentido de que no es atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación el control judicial de la Constitución, dejándole esta facultad a los Jueces en general, en las Tesis aisladas aprobadas bajo los siguientes rubros: . . . . 

“CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. De conformidad con lo previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en  los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio pro persona. Estos mandatos contenidos en el artículo 1o. constitucional, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011, deben interpretarse junto con lo establecido por el diverso 133 para determinar el marco dentro del que debe realizarse el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el que deberá adecuarse al modelo de control de constitucionalidad existente en nuestro país. Es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última parte del artículo 133 en relación con el artículo 1o. constitucionales, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior. Si bien los jueces no pueden hacer una declaración general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados (como sí sucede en las vías de control directas establecidas expresamente en los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución), sí están obligados a dejar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y  en  los tratados en la materia.”  Décima Época; Registro: 160589; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. LXVII/2011(9a.); visible a Página: 535. . . . . . . .  . . . . . . . . . 

“SISTEMA DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO. Actualmente existen dos grandes vertientes dentro del modelo de control de constitucionalidad en el orden jurídico mexicano, que son acordes con el modelo de control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial. En primer término, el control concentrado en los órganos del Poder Judicial de la Federación con vías directas de control: acciones de inconstitucionalidad, controversias constitucionales y amparo directo e indirecto; en segundo término, el control por parte del resto de los jueces del país en forma incidental durante los procesos ordinarios en los que son competentes, esto es, sin necesidad de abrir un expediente por cuerda separada. Ambas vertientes de control se ejercen de manera independiente y la existencia de este modelo general de control no requiere que todos los casos sean revisables e impugnables en ambas. Es un sistema concentrado en una parte y difuso en otra, lo que permite que sean los criterios e interpretaciones constitucionales, ya sea por declaración de inconstitucionalidad o por inaplicación, de los que conozca la Suprema Corte para que determine cuál es la interpretación constitucional que finalmente debe prevalecer en el orden jurídico nacional. Finalmente, debe señalarse que todas las demás autoridades del país en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de aplicar las normas correspondientes haciendo la interpretación más favorable a la persona para lograr su protección más amplia, sin tener la posibilidad de inaplicar o declarar su incompatibilidad.” Décima Época; Registro: 160480; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. LXX/2011 (9a.); visible a Página: 557. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Precisado lo anterior, se procede a realizar un estudio del artículo 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, para determinar si este numeral contraviene el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto monto de la indemnización por separación del cargo de manera injustificada y en su caso declarar la inaplicación o la incompatibilidad del citado artículo 50. .  . . 
El párrafo segundo de la fracción XIII del Apartado B del artículo 123, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo conducente al pago de la indemnización por separación del cargo de manera injustificada establece: . . . 
“Artículo 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil;      ...

...

Apartado B  ...

...

XIII.-    ...

...  Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

...”

El artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, en lo conducente a la cuantificación de la indemnización por separación del cargo de manera injustificada dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 50.- Los servidores públicos... de las Instituciones Policiales, podrán ser separados de sus cargos...

Si  la  autoridad  jurisdiccional  resolviere  que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, ...  En tal supuesto el ex servidor público únicamente tendrá derecho a recibir … una única indemnización de tres meses conforme a la última remuneración base diaria percibida, salvo que ésta excediera del triple del salario mínimo general vigente en el Estado, en cuyo caso será ésta la cantidad que se tome como base diaria para la cuantificación de dicha indemnización. …
...” 

Como puede observarse este último precepto legal establece que para la cuantificación de la indemnización se tomará la remuneración base diaria percibida y para el caso de que sea mayor a tres salarios mínimos generales, dicha indemnización deberá calcularse con tres salarios mínimos, en consecuencia, este límite para determinar el monto de la indemnización va en contra de lo establecido por el segundo párrafo de la fracción XIII del Apartado B del artículo 123 Constitucional; como puede apreciarse, este tope que impone el Legislador Local en la base diaria rebasa la perspectiva del Constituyente, porque si el citado precepto Constitucional no hace distinción alguna, entonces la disposición legal no tiene por qué hacer esa distinción, toda vez que los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipales, también son considerados servidores públicos y como tales tienen el derecho humano a recibir el pago de una remuneración diaria ordinaria por la prestación de sus servicios, a pesar de eso, el artículo 50, párrafo segundo, de la citada Ley de Seguridad Pública, da un trato diferente a la cuantificación de la indemnización de tres meses, para los policías preventivos destituidos o cesados injustificadamente que perciben una remuneración diaria hasta 3 tres salarios mínimos y los que reciben una cuota de retribución diaria mayor a tres salarios mínimos, de ahí resulta, que la diferencia en el monto de los ingresos no es un elemento objetivo que justifique o sirva de apoyo al Legislador Local para privar a los elementos de los cuerpos de seguridad pública que perciban más de tres salarios mínimos como retribución por día o turno. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 Lo anterior nos lleva a concluir que en el párrafo segundo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, existe un tratamiento diferenciado entre los elementos de los cuerpos de policía municipal, por la distinción que se realizada respecto a la base para cuantificar la indemnización establecida, atendiendo al monto de la remuneración diaria percibida, contraviene los principios de universalidad, interdependencia y progresividad previstos en el artículo 1º Constitucional; ahora bien, se contraviene el principio de universalidad, porque se limita el derecho a recibir el pago de la indemnización de 3 tres meses con el 100% cien por ciento de la remuneración diaria, esto es, se le priva de una parte del monto de esa prestación por el simple hecho de percibir más de 3 tres salarios mínimos como remuneración diaria; el principio de interdependencia se vulnera, en razón de que con esa medida se deja de atender los derechos humanos de no discriminación, por alterarse la igualdad de oportunidades en el servicio público o en el empleo; el principio de progresividad se vulnera, en virtud de que esta norma jurídica genera un trato discriminatorio, contraviniendo el artículo 1º, apartado I, inciso A), del Convenio Internacional relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, el segundo párrafo de la fracción XIII del Apartado B del artículo 123 Constitucional, protege de manera más amplia los Derechos Humanos del justiciable, al brindarle mayores beneficios en razón de que establece el pago de la indemnización tomando como base el 100% cien por ciento de la remuneración diaria ordinaria, percibida por un día de prestación de servicios, de ahí, que ésta norma Constitucional le otorga mayor protección a la parte actora, mientras que el artículo 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, reduce esa remuneración a tres días de salario mínimo. Luego entonces, a efecto de salvaguardar éste derecho Constitucional, no es procedente aplicar ésta norma legal, toda vez que contraviene los Derechos Humanos de igualdad y el de no discriminación, contenido en los artículos 1º primero, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados unidos Mexicanos; 2° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;  1° del “Pacto de San José”; y, 1° del Convenio Internacional relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación. Por ende, el artículo 50, párrafo segundo, de la aludida Ley de Seguridad Publica es inconvencional y su aplicación implicaría hacer una discriminación al impetrante por el solo hecho de ser policía, pues por esta circunstancia se procedería al pago de una indemnización de tres meses calculada a base de tres salarios mínimos como remuneración diaria ordinaria. . . . . . . . . . . . . 

De este modo, el segundo párrafo de la fracción XIII del Apartado B del artículo 123 Constitucional, protege de manera más amplia los Derechos Humanos del justiciable, al brindarle mayores beneficios en razón de que establece el pago de la indemnización tomando como base el 100% cien por ciento de la remuneración diaria ordinaria, percibida por un día de prestación de servicios, de ahí, que ésta norma Constitucional le otorga mayor protección a la parte actora, mientras que el artículo 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, reduce esa remuneración a tres días de salario mínimo. Luego entonces, a efecto de salvaguardar éste derecho Constitucional, no es procedente aplicar ésta norma legal, toda vez que contraviene los Derechos Humanos de igualdad y el de no discriminación, tutelados por los artículos 1º primero, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados unidos Mexicanos; 2° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;  1° del “Pacto de San José”; y, 1° del Convenio Internacional relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación; por ende, el artículo 50, segundo párrafo, de la aludida Ley de Seguridad Publica es inconvencional y su aplicación implicaría hacer una discriminación al impetrante por el solo hecho de ser policía, pues por esta circunstancia se procedería al pago de una indemnización de tres meses calculada a base de tres salarios mínimos como remuneración diaria ordinaria; lo anterior es de esta manera, en virtud de que el artículo 133 Constitucional permite ejercer a los jueces el Control Constitucional  y en su caso desaplicar un precepto legal cuando sea contrario a nuestra Carta Magna, lo que sucede en el caso que se resuelve. . . . 

Así, partiendo de la premisa de que entre el justiciable y el Municipio de León, Guanajuato, se da una relación administrativa y no de tipo laboral, se concluye que conforme a lo estipulado por el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al impetrante no se le aplica el artículo 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, en éste caso concreto, en cuanto al pago de la indemnización calculada con el triple del salario mínimo, de ahí resulta, que conforme al citado precepto Constitucional, éste tiene derecho a recibir una única indemnización de tres meses, calculada con el 100% cien por ciento de la remuneración o cuota diaria percibida por la prestación de servicios, la que se calcula tomando en cuenta el recibo de nomina que comprende la catorcena que va del día 26 veintiséis de agosto al día 08 ocho de septiembre del año 2011, dos mil once, aportado por la parte actora y que obra en autos; documento en el cual se aprecia que la remuneración que percibía el impetrante por la prestación de servicios se integra con los siguientes conceptos: premio de puntualidad ---; ayuda de despensas ---; despensa D ---; premio de asistencia ---; gratificación extraordinaria ---; sueldo ---; fondo de ahorro ---; y, ayuda para alimentación ---. Estas cantidades sumadas nos dan una remuneración por catorcena de ---, monto dividido entre catorce días resulta la cantidad de ---, como ingreso diario o cuota que percibía el justiciable como remuneración por un turno habitual de servicios o jornada normal; sobre el particular, se resalta que esta última cantidad servirá de base para calcular el monto de las demás reclamaciones exigidas en la demanda, cuando procedan. Dicho recibo de nomina aportado por el actor, de acuerdo a lo estipulado por los artículos 117 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece valor probatorio, en virtud de que constan en el formato oficial y contiene el escudo del Municipio de León, Guanajuato, además de que se encuentra expedido a nombre del impetrante y no fue objetado por la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo ésta tesitura, ante la ilegalidad del acto impugnado, de acuerdo a lo previsto por el artículo 300, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le reconoce al actor el derecho al pago de una indemnización equivalente a tres meses, establecida en el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de nuestra Carta Magna; aclarándose que para determinar el monto de esta indemnización, se toma cada mes por 30 treinta días, los que por tres meses, da 90 noventa días y estos multiplicados por la cantidad de ---, nos da como resultado la cantidad de ---, por concepto de la indemnización Constitucional; y, en la especie, la cuota de remuneración diaria ordinaria se fijó tomando en cuenta que el actor tiene un ingreso promedio catorcenal de ---, se sostiene lo anterior, en virtud de que, el  propio actor aportó el recibo de nomina descrito en el párrafo que antecede, al que se le concedió valor probatorio, por las razones vertidas en supralíneas. Al respecto cabe mencionar que la reclamación del reconocimiento del derecho de indemnización que el actor indica en los incisos b), c) y d) punto 1 uno, del capítulo de la demanda denominado “prestaciones”, es una sola indemnización y por eso dichos incisos se analizan conjuntamente en este párrafo, en razón de que en el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, de nuestra Carta Magna, se prevé en forma general el pago de una indemnización para el caso de que la autoridad jurisdiccional determine que la separación del servicio fue injustificada y el artículo 50, párrafo segundo, de la multicitada Ley de Seguridad Pública, declarado inaplicable, fija las bases para establecer el monto de esa indemnización Constitucional, haciendo una distinción entre los elementos de los cuerpos de Seguridad Pública Municipal alterando la igualdad de oportunidades o de trato en el servicio público; como quiera que sea, a los policías preventivos en dichos numerales se les reconoce el derecho al pago de una sola indemnización, ya que no se prevé una de tipo Constitucional y otra de tipo Legal, como indebidamente se sostiene en la demanda que nos ocupa. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La pretensión señalada en el inciso d), punto 2 dos, del capítulo denominado “prestaciones” de la demanda, respecto de la prima de antigüedad a razón de 12 doce días por año laborado, resulta PROCEDENTE, en merito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En principio, cabe mencionar que conforme a lo estipulado por el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los elementos de los cuerpos de seguridad pública Municipales, que sean destituidos o cesados tienen derecho a recibir el pago de una indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho; en segundo lugar, al respecto, de acuerdo a lo señalado por el artículo 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, los elementos de la policía preventiva Municipal tienen derecho a recibir las prestaciones que les correspondan al momento de la separación del servicio y que les permanezcan vigentes al tiempo de su reclamo; y, en tercer lugar, sobre la materia el artículo 8 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, dispone que quedan excluidos del régimen de esta ley los miembros de las policías municipales, pero tienen derecho a gozar de las medidas de protección al salario, numerales que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 123.- ...

...

Apartado B ...

 ...

XIII.-  Los   militares,  marinos,  personal  del  servicio  exterior,  agentes  del 

Ministerio  Público, peritos y  los miembros de las  instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

… los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, ... Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, …

...

....” 
“Artículo 50.-  … 

Si  la  autoridad jurisdiccional  resolviere que la  separación,  remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, no procederá bajo ninguna circunstancia la reincorporación o reinstalación al mismo, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. En tal supuesto el ex servidor público únicamente tendrá derecho a recibir las prestaciones que le correspondan al momento de la terminación del servicio y que le permanezcan vigentes al tiempo de su reclamo, así como a una única indemnización de tres meses conforme a la última remuneración base diaria percibida, ...

...” 

“Artículo 8.- Quedan excluidos del régimen de esta ley los miembros de las policías estatales o municipales,… pero tendrán derecho a disfrutar de las medidas de protección al salario...”

Como puede observarse en los artículos transcritos en supralíneas el artículo 123, apartado B, fracción XIII, Constitucional originalmente regula la relación administrativa que se da entre el Municipio y los elementos de sus cuerpos de seguridad, dejando la facultad a las Legislaturas Locales de expedir los ordenamientos legales que regirán esa relación jurídica, de modo que en el Estado de Guanajuato, al respecto se expidió la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios; en consecuencia, como puede observarse la citada Ley de Seguridad Pública, no regula de manera específica el enunciado relativo a las “demás prestaciones a que tenga derecho”, esto se debe a que el Legislador Local comprendió éste aspecto en la aludida Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, toda vez que no excluye a los policías preventivos de las medidas de protección al salario; siendo lo anterior así, en el caso que se resuelve es procedente aplicarle al justiciable el artículo 63 fracción I de la misma Ley del Trabajo, a fin de concederle 12 doce días de salario por cada uno de los años de servicio prestados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En  este  sentido, cabe  resaltar  que el  citado  artículo  8 establece  que  los 

elementos de seguridad pública Municipal tendrán derecho a disfrutar de las medidas de protección al salario y la prima de antigüedad, jurídicamente constituye una de éstas medidas, pues podemos considerarla como una prestación de carácter secundaria cuyo derecho corresponde al momento de darse la separación del cargo en forma injustificada, por tanto, si bien es cierto que el artículo 63 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios contempla un derecho laboral, como lo es el derecho al pago de la prima de antigüedad, pero también es verdad que por disposición expresa del artículo 8, este derecho no se encuentra excluido respecto a los miembros de los cuerpos de seguridad pública Municipal, por lo que el actor goza de esta prestación. . . . . . . . . . 

Así las cosas, a la fecha la Suprema Corte de la Nación se ha pronunciado respecto a la interpretación del enunciado “y demás prestaciones a que tenga derecho” en el sentido de que comprende los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que perciba el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concreto su separación, cese, remoción o baja hasta que se realice el pago correspondiente, en el criterio sustentado en la Tesis Aislada aprobada bajo el siguiente rubro: “SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008. El citado precepto prevé que si la autoridad jurisdiccional resuelve que es injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio. Ahora bien, en el proceso legislativo no se precisaron las razones para incorporar el enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho"; por lo cual, para desentrañar su sentido jurídico, debe considerarse que tiene como antecedente un imperativo categórico: la imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando la autoridad jurisdiccional haya resuelto que es injustificada su separación; por tanto, la actualización de ese supuesto implica, como consecuencia lógica y jurídica, la obligación de resarcir al servidor público mediante el pago de una "indemnización" y "demás prestaciones a que tenga derecho". Así las cosas, como esa fue la intención del constituyente permanente, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho", forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja, y hasta que se realice el pago correspondiente. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la reforma constitucional privilegió el interés general de la seguridad pública sobre el interés particular, debido a que a la sociedad le interesa contar con instituciones policiales honestas, profesionales, competentes, eficientes y eficaces, también lo es que la prosecución de ese fin constitucional no debe estar secundada por violación a los derechos de las personas, ni debe llevarse al extremo de permitir que las entidades policiales cometan actos ilegales en perjuicio de los derechos de los servidores públicos, sin la correspondiente responsabilidad administrativa del Estado.” Novena Época; Registro: 161758; Instancia: Segunda Sala; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XXXIII, Junio de 2011; Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a. LX/2011; Visible a Página: 428. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Precisado lo anterior, ante la ilegalidad del acto impugnado y tomando en cuenta que el hecho relativo a la fecha de ingreso del actor a la corporación, se tiene por cierto, en virtud de que la autoridad en la contestación de la demanda no hace referencia a este hecho, ni obra en autos medio convictivo alguno que desvirtúe la presunción de certeza que establece el artículo 279, párrafo tercero, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por otra parte, se desconoce la existencia de algún hecho notorio que jurídicamente destruya dicha presunción; en consecuencia, de acuerdo a lo previsto por el artículo 300, fracción V, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se le reconoce al actor el derecho al pago de la prima de antigüedad a razón de 12 doce días por año de servicios prestados y, en su caso, la parte proporcional que le corresponda. Prestación que debe calcularse y cubrirse a partir del día --, dos mil dos, hasta el día de la destitución; el cálculo de la prima de antigüedad debe realizarse tomando como base la cantidad de ---, como cuota de remuneración diaria ordinaria, que se fijó por las razones expresadas en supralíneas; de este modo, del día ---, representan un aproximado de --- años de servicios prestados, multiplicados por 12 doce días por cada anualidad, da un total de 108 ciento ocho días, los que multiplicados por ---, arrojan como resultado la cantidad de ---. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La pretensión señalada en el inciso d), punto 3 tres, del capítulo denominado “prestaciones” de la demanda, respecto al aguinaldo por todo el tiempo que prestó sus servicios, a razón de 42 cuarenta y dos días y la parte proporcional que le corresponde por el año resulta PROCEDENTE, en los siguientes términos: . . .  . . . . 

Por su parte, el actor en este punto de la demanda expresa que “nunca se le pagó aguinaldo”; sin embargo, de acuerdo a lo señalado por la fracción I del artículo 51 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, esta negación envuelve la afirmación expresa de un hecho, en el sentido de que jamás se le pago aguinaldo por todo el tiempo que prestó sus servicios, en tanto que, por su parte, la autoridad al contestar la demanda no se refiere de manera concreta y precisa a esta afirmación, omisión de donde nace la presunción de certeza de este hecho; pero es el caso, que existe un hecho notorio que desvirtúa esa presunción, el cual consiste en que en la primera catorcena del mes de diciembre de cada año, en el Municipio de León, Guanajuato, se cubre el aguinaldo correspondiente a todos sus servidores públicos incluyéndose a sus elementos de los cuerpos de seguridad pública, conforme al acuerdo que emite el Ayuntamiento de esta Municipalidad, de esta manera, se destruye dicha presunción de certeza y al no existir en el sumario medio probatorio alguno que demuestre la afirmación implícita en la negación, se parte de la premisa de que al justiciable se le adeuda el aguinaldo a partir del mes de enero del año 2011 dos mil once. Al respecto se menciona que por hecho notorio se entiende lo que es público y sabido dentro de un determinado grupo de personas, que en el caso particular se trata de los servidores públicos dentro de los que encuentra el gremio de los policías preventivos; y, además el juzgador se encuentra constreñido y facultado a invocar los hechos notorios de acuerdo a lo señalado por el artículo 279, párrafo tercero, del multicitado Código de Procedimiento y Justica Administrativa. . . . .  . . . . 
Bajo esta tesitura, procede la reclamación del aguinaldo, a partir del día 1° primero de enero del año 2011, dos mil once, hasta el día en que se cumpla esta sentencia, toda vez que el Ayuntamiento de León, Guanajuato, en el punto Vl de la Orden del Día, de la  sesión ordinaria celebrada con fecha 28 veintiocho de abril del año 2011, dos mil once, aprobó dentro de las prestaciones generales el pago de 41 cuarenta y un días de aguinaldo por año, a los servidores públicos de esta Municipalidad, dentro de los cuales se contempla a los elementos de los cuerpos de seguridad pública; de este modo, el aguinaldo es una prestación de tipo no indemnizatoria ya generada a favor del impetrante por el tiempo de servicios prestados y entra en las prestaciones de Seguridad Pública; por consiguiente, ante la ilegalidad del acto impugnado, de acuerdo a lo previsto por el artículo 300, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, a la parte actora se le reconoce el derecho al pago de aguinaldo, a partir del día 1° primero de enero al día 31 treinta y uno de diciembre del año 2011, dos mil once, conforme al citado acuerdo de Ayuntamiento, prestación que se genera y cuantifica de la manera siguiente: al actor le corresponden 41 cuarenta y un días de aguinaldo para el año 2011, dos mil once, los que multiplicados por --- remuneración real o integrada denominada ordinaria que percibía la parte actora por turno, arrojan como resultado la cantidad de --- y para el año 2012 dos mil doce, se deberá calcular en forma proporcional hasta la fecha en que se cumpla este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La pretensión señalada en el inciso d), punto 4 cuatro, del capítulo denominado “prestaciones” de la demanda, respecto a vacaciones a razón de 20 días por año y la prima vacacional por todo el tiempo que prestó sus servicios y la parte proporcional que le corresponde por el año resulta PARCIALMENTE PROCEDENTE, en los siguientes términos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, el actor en este punto reclama el reconocimiento del derecho al pago de vacaciones a razón de 20 veinte días por año, por todo el tiempo que prestó sus servicio al Municipio, en principio el actor tiene la carga de la prueba a fin de acreditar que no se le cubrió esa prestación durante el tiempo que afirma estuvo en servicio y, por su parte, la autoridad en la contestación de la demanda no se refiere a este hecho en particular, por tal virtud se tiene por cierto el hecho de que no se le cubrió el derecho a vacaciones, pues al respecto el artículo 279, párrafo tercero, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que cuando la contestación de la demanda no se refiere a todos los hechos imputados de manera concreta a la autoridad demandada, se tienen por ciertos, salvo que resulten desvirtuados por medios de prueba o hechos notorios; y, es el caso, que en autos de esta causa administrativa no existe medio de prueba ni hecho notorio alguno que desvirtúe esta presunción de certeza de los hechos. Sin embargo, respecto a esta pretensión se estima conveniente hacer la distinción entre el derecho al pago de vacaciones por seis meses consecutivos de servicio y el derecho al pago de vacaciones no disfrutadas; el derecho a vacaciones es un beneficio que implica gozar de días de descanso en forma remunerada y se da cuando se prestan servicios por 6 seis meses, ya que se rigen por el principio de continuidad en el servicio y nace por el solo transcurso de ese tiempo, por ello, no podemos catalogarlo como un beneficio salarial; mientras que, el derecho al pago de vacaciones no disfrutadas, sustituye a la prerrogativa de gozar los respectivos días de descanso, por lo que se origina únicamente cuando el vínculo o relación administrativa ha concluido, pero su procedencia está condicionada a que no haya prescrito el derecho diverso al que sustituye. Así las cosas, partiendo de esta premisa, contrario a la estimación de la parte actora, se sostiene que en la especie resulta improcedente el pago de vacaciones no disfrutadas desde el día ---, dos mil dos, hasta el día en se cumpla este fallo, ya que el reconocimiento de este derecho solo procede respecto al año y medio anterior a la fecha en cual se dio la separación del cargo del impetrante; lo anterior es de esta manera, toda vez que el pago de vacaciones no disfrutadas y la prima correspondiente, deben exigirse a partir del día siguiente al en que terminan los seis meses de prestación de servicios en que el actor tiene el derecho de disfrutarlas, dado que es hasta este momento cuando esa obligación se hace exigible y de no concederlas la autoridad, entonces debe exigirse el derecho a disfrutar de vacaciones o en su defecto el pago correspondiente, de modo que una vez que nace ese derecho, se puede acudir a reclamarlas en sede administrativa un año después, pero antes de que prescriban y en la vía jurisdiccional se deben reclamar a través de la demanda respectiva ante el Órgano jurisdiccional competente, dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la terminación de ese año, de acuerdo a lo previsto en el artículo 263, párrafo primero, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, pues de lo contrario se consiente el acto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otro lado y en relación al derecho del pago de vacaciones a partir de la fecha del cese, es decir, durante el tiempo que dure el presente proceso y en su caso hasta que se cumplimente esta sentencia, no es procedente su reconocimiento en los términos solicitados, toda vez que, el periodo de 10 diez días de descanso por los seis meses de servicio con goce de retribuciones, es un derecho del impetrante por el tiempo de la prestación de servicios y una obligación para la autoridad Municipal, pero las vacaciones no son una prestación adicional a la remuneración catorcenal, de este modo, cuando no existe prestación de servicios de por medio y se reconoce el derecho a remuneraciones caídas queda inmerso el pago de las vacaciones reclamadas; por tal motivo, en el caso que se resuelve, en el reconocimiento del derecho a percibir remuneraciones caídas quedó incluido el pago de las vacaciones, de lo contrario se le estaría obligando a la autoridad Municipal a efectuar un doble pago, que no encuentra justificación legal, en el periodo posterior a la destitución; por último, no se omite expresar que esta pretensión se aborda en los términos expuestos, en virtud de que el Director General de Policía Municipal, en la contestación de la demanda aduce la improcedencia de esta prestación reclamada por el actor, aduciendo que no es aplicable la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, ya que conforme a su artículo 8, quedan excluidos del régimen de esta Ley los miembros de las policías estatales o municipales, pero en este sentido no le asiste la razón a la autoridad, puesto que el actor disfruta de las medidas de protección al salario, las que se hacen extensivas, en general, a las condiciones bajo las cuales se prestaba el servicio, por ello, esta prestación adicional está vinculada con esas medidas, quedando comprendidas estas remuneraciones de vacaciones y la prima vacacional cuando proceda. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, ante la ilegalidad del acto impugnado y por lo expuesto en el párrafo que antecede, se determina que de acuerdo a lo estipulado en el artículo 300, fracción V, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se le reconoce al actor el derecho al pago de vacaciones por 1 un año y 6 seis meses anteriores a su destitución o cese, retribuyéndosele con la remuneración real o integrada denominada ordinaria que percibía por turno, que era de ---, la que multiplicada por 30 treinta días que corresponden a 3 tres periodos de 10 diez días cada uno, arroja como resultado la cantidad de ---. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto al pago de la prima vacacional a  razón del 30% treinta por ciento, 
por todo el tiempo que prestó sus servicios al Municipio, en virtud de que nunca se le pago, cabe mencionar que esta negación envuelve una afirmación expresa de un hecho y en principio el actor tiene la carga de la prueba a fin de acreditar que no se cubrió esa prestación durante el tiempo que afirma estuvo en servicio y como la autoridad en la contestación de la demanda no se refiere a este hecho en particular, en consecuencia, se tiene por cierto el hecho de que no se le cubrió la prima vacacional, conforme al artículo 279, párrafo tercero, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que establece, cuando la contestación de la demanda no se refiere a todos los hechos imputados de manera concreta a la autoridad demandada, se tendrán por ciertos, salvo que resulten desvirtuados por medios de prueba o hechos notorios; bajo esta tesitura, en el caso que se resuelve se encuentra desvirtuada esta presunción legal de certeza de los hechos, en razón de que existe un hecho notorio que desvirtúa esa presunción, el cual consiste en que en la catorcena del mes que se cumplen los 6 seis meses de prestación de servicios en el Municipio de León, Guanajuato, se cubre la prima vacacional correspondiente a todos sus servidores públicos que tienen derecho, incluyéndose a sus elementos de los cuerpos de seguridad pública, de esta manera, se destruye dicha presunción de certeza y al no existir en el sumario medio probatorio alguno que demuestre la afirmación implícita en la negación, se parte de la premisa de que procede el reconocimiento del derecho al pago de la prima vacacional al justiciable de 6 seis meses anteriores a su destitución o cese, hasta que se cumplimente esta sentencia, en razón de que es una prestación adicional al pago de vacaciones, por ende, el reconocimiento de este beneficio no implica un doble pago. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . .  . . . . . . . 
Por consiguiente, ante la ilegalidad del acto impugnado y por lo expuesto en el párrafo  que antecede, se determina que de acuerdo a lo estipulado en el artículo 

300, fracción V, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se le reconoce al actor el derecho al pago de la prima vacacional a razón del 47% cuarenta y siete por ciento, sobre 10 días, cada seis meses de servicios prestados, calculándose con la remuneración real o integrada denominada ordinaria que percibía por turno, que era de ---; beneficio reconocido de los 6 seis meses anteriores a su destitución, hasta que se cumplimente este fallo; aclarándose que esta prestación no se otorga al porcentaje reclamado, toda vez que el 47% cuarenta y siete por ciento, representa un mayor beneficio para el actor. . . . . . . . . . 

La pretensión señalada en el inciso c), punto 5 cinco, del capítulo denominado “prestaciones” de la demanda, respecto al pago de los salarios que se acumulen durante la substanciación del juicio, resulta PROCEDENTE, en los siguientes términos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Como se ha sostenido en este fallo, con la aprobación de las reformas del artículo 1° Constitucional, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 10 diez de julio del año 2011 dos mil once y con los criterios sostenidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Jueces tienen la obligación de ejercer Control Constitucional y el de Convencionalidad; por tal motivo, se procede a realizar un estudio del artículo 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, para determinar si este numeral contraviene el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en su caso declarar la inaplicación o la incompatibilidad del referido artículo 50. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, cabe mencionar que conforme a lo estipulado por el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los elementos de los cuerpos de seguridad pública Municipales, que sean destituidos o cesados tienen derecho a recibir el pago de una indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido; en segundo lugar, al respecto, de acuerdo a lo señalado por el artículo 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, los elementos de la policía preventiva Municipal destituidos o cesados tienen derecho a recibir las prestaciones que le correspondan al momento de la terminación del servicio y que permanezcan vigentes al tiempo de su reclamo, así como a una única indemnización de tres meses conforme a la última remuneración base diaria percibida, salvo que ésta excediera del triple del salario mínimo general vigente en el Estado, en cuyo caso será ésta la cantidad que se tome como base diaria para la cuantificación de dicha indemnización. En ningún caso procederá el pago de salarios caídos; y, en tercer lugar, el artículo 8 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, dispone que quedan excluidos del régimen de esta ley los miembros de las policías municipales, pero tienen derecho a gozar de las medidas de protección al salario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, realizando un análisis bajo el método de interpretación sistemática de los artículos 123, Apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, Constitucional; 50 párrafo segundo, de la citada Ley de Seguridad Pública; y, 8 de la aludida Ley del Trabajo, se concluye que se excluyen a los miembros de los cuerpos de seguridad pública municipal de la aplicación de las normas jurídicas que regulan las relaciones del Municipio y sus trabajadores; por tanto, como se dijo en supralíneas entre los elementos de los cuerpos de seguridad y el Municipio existe una relación de naturaleza administrativa y no de tipo laboral; y, por otro lado, también se concluye que tanto los elementos de los cuerpos de seguridad pública y los demás trabajadores del Municipio, prestan un servicio de acuerdo a la función    que tienen encomendada, a cambio de una contraprestación económica; los elementos de policía reciben una remuneración ordinaria y los trabajadores ya sean de base o de confianza perciben un salario, pero para el caso de separación del cargo en forma injustificada, no se establece la misma indemnización ni el pago de la mismas prestaciones, ya que para los policías no procede el pago de salarios caídos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, el  Legislador Local en el  artículo 50,  párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del  Estado de Guanajuato, da un trato  diferenciado a los elementos de los cuerpos de seguridad pública, frente a los trabajadores al servicio del Municipio, en cuanto a la forma de pago del resarcimiento para el caso destitución o cese del cargo en forma injustificada, toda vez que en este precepto legal a los policías no se les concede el pago de salarios o remuneraciones que deja de percibir durante el tiempo de la separación hasta que se cubra el monto sentenciado y a los demás trabajadores si se les cubren salarios caídos cuando se configura ese supuesto, de acuerdo a lo señalado por el artículo 51 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios; por tanto, esta distinción en el tratamiento de los policías Municipales jurídicamente no se justifica, no es racional y no es objetiva, en razón de que también son servidores públicos y además en ningún párrafo de la fracción XIII, del Apartado B, del artículos 123 Constitucional, se prevé esta privación, por ende, el artículo 50, párrafo segundo, de la aludida Ley de de Seguridad Pública, en cuanto a la prohibición del pago de salario caídos va en contra de este precepto Constitucional y contraviene los principios universalidad, interdependencia, progresividad y el de tutela judicial efectiva; el de universalidad se viola, porque priva a los elementos de los cuerpos de seguridad pública Municipal del derecho al pago de remuneraciones caídas; el de interdependencia se vulnera, en razón de que la norma secundaria no tutela los derechos de libertad de trabajo, de no discriminación a la dignidad a la persona; y, el de progresividad se viola, toda vez que al aplicar esa norma secundaria a los policías Municipales les da un trato discriminatorio y es contraria a los Tratados Internacionales. Por tal motivo, el artículo 50 párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, es inconvencional respecto al no pago de salarios caídos y su aplicación implicaría hacer una discriminación al impetrante por el solo hecho de ser policía, pues, por esta sola circunstancia no procedería al pago de remuneraciones caídas; sin embargo, el párrafo segundo del citado artículo 50, establece que se tiene derecho a recibir “las prestaciones que le correspondan” y el segundo párrafo de la fracción XIII, del Apartado B, del artículo 123 Constitucional, dispone la procedencia del pago de las “demás prestaciones a que tenga derecho”, de donde se desprende que estas dos disposiciones normativas coinciden en reconocer los mismos derechos y tienen los mismos alcances y límites de acuerdo a la interpretación que ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de Justicia de la Nación, en el sentido de que el enunciado normativo “y demás prestaciones a que tenga derecho, forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja, y hasta que se realice el pago correspondiente”, en donde se incluye el pago de remuneraciones caídas. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, el acto administrativo impugnado es ilegal y la declaración de su nulidad no produce efectos retroactivos, ya que por disposición del segundo párrafo de la fracción XIII, del Apartado B, del artículo 123 Constitucional y el artículo 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, no procede la reincorporación del actor al servicio, por consiguiente, ante la imposibilidad de restituir al impetrante su derecho violado, de acuerdo a lo señalado por el artículo 143, segundo párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo procedente es que se le cubra una remuneración en dinero y conforme a lo previsto por el artículo 300, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le reconoce a la parte justiciable el derecho al pago de las remuneraciones que debió percibir desde el día --, dos mil once, fecha de la separación del cargo de policía raso que desempeñaba el actor en la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, hasta que se cumpla esta sentencia; en el entendido que para calcular el monto de esta prestación la autoridad deberá tomar como base la cantidad de ---, que constituye la cuota de remuneración diaria ordinaria fijada por las razones expresadas en este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La pretensión señalada en el inciso d), punto 6 seis, del capítulo denominado “prestaciones” de la demanda, respecto al pago del fondo de ahorro a razón de --- catorcenales, ya que se le descontaban --- y la autoridad aportaba otra cantidad igual, durante todo el tiempo que desempeño el cargo se le hicieron dichos descuentos y a la fecha no se han cubierto, resulta  PROCEDENTE, en los siguientes términos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El actor afirma que durante el tiempo que desempeñó el cargo se le hicieron descuentos y que a la fecha no se le han cubierto, hecho que se tiene por cierto, porque en la contestación de la demanda no se refiere a este en concreto; sin embargo, es un hecho notorio entre los servidores públicos de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, que el fondo de ahorro se implementó a partir del año 2010, dos mil diez, hecho notorio que se hace valer de acuerdo a lo estipulado por el tercer párrafo del artículo 279 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por otra parte, se acredita en autos que el fondo de ahorro era a razón de ---, con el recibo de nomina que comprende la catorcena que va del día 26 veintiséis de agosto al 08 ocho de septiembre del año 2011, dos mil once, aportado por la parte actora y que obra en autos, toda vez que en este documento público se aprecia que la cantidad retenida al actor y la aportada por la autoridad era de --- por catorcena, dando un total de --- catorcenales; por consiguiente, esta percepción se da a partir del año 2010 dos mil diez y no del año 2002, dos mil dos, como lo sostiene la parte impetrante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por  consiguiente, ante la ilegalidad del acto impugnado y por lo expuesto en 

los dos párrafos que anteceden, se determina que de auerdo a lo estipulado en el artículo 300, fracción V, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho al actor al pago del fondo de ahorro a partir de la primera catorcena del mes de enero del año 2010 dos mil diez, hasta el día ---, fecha en que se dio la destitución, a razón de --- catorcenales. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, el fondo de ahorro no se concede a partir del día ---, fecha en que se dio la destitución, en virtud de que en esta sentencia se está reconociendo el pago de remuneraciones no pagadas a partir de ese día, hasta que se cumpla la misma y la remuneración diaria se cubrirá en forma integrada, por lo que ya se está incluyendo la cantidad del fondo de ahorro, tal y como se aprecia en el referido recibo de nomina, de ahí, que de  concederse  en  los  términos  solicitados,  se  estaría obligando  a  la  autoridad demandada a realizar un doble pago de esta percepción. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, las reclamaciones del reconocimiento del derecho exigidas en la demanda en el inciso d), puntos 7 siete, 8 ocho, 9 nueve, 10 diez, 11 once, 12 doce y 13 trece del capítulo denominada “prestaciones”, que consisten en: el pago de horas extras, el pago de 20 veinte días por año trabajado, el pago de aportaciones de ayuda mutua, el pago de días de descanso obligatorio y la no inscripción en el Registro Nacional y Estatal de Personal de las Instituciones de seguridad Pública, el pago del seguro de vida y el pago de ---, por la baja, con recursos del Subsidio para la Seguridad Pública Municipal, resultan improcedentes, por las razones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La reclamación sobre el reconocimiento del derecho de pago de horas extraordinarias resulta INFUNDADA, toda vez que entre los elementos de los cuerpos de seguridad pública y el Municipio no existe una relación de naturaleza laboral, sino que esa relación es de carácter meramente administrativa, que se rige por la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y es el caso que en ningún numeral de tal Ordenamiento Legal, se encuentra establecido a favor de los miembros de los cuerpos de seguridad pública Municipal el derecho al pago de tiempo extraordinario, entonces no hay fundamento jurídico alguno para apoyar la procedencia de dicha prestación; por otro lado, cabe mencionar que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 78 de la referida Ley de Seguridad Pública, el funcionamiento y organización de las Instituciones Policiales tiene como base un régimen disciplinario muy estricto; y, a los miembros de los cuerpos de seguridad pública local se les encomienda una función del Municipio, la que se traduce en las atribuciones sustanciales de salvaguardar la integridad, los derechos de las personas, prevenir la comisión de delitos, preservar las libertades, el orden público y la paz social, de acuerdo a lo señalado por el artículo 79 de la misma Ley; amén de que si el justiciable reconoce que no se le cubrieron horas extras en el tiempo que estuvo en servicio, entonces este rubro no formaba parte de las prestaciones cotidianas, aunado a que la remuneración se percibe y se fija de acuerdo a las características especiales que tienen los horarios de los diversos turnos que deben ser acordes a la necesidades de la sociedad Leonesa. . . . . . . . . . 
En consecuencia, si  los elementos de la policía preventiva tienen a su cargo 
una función del Municipio, por esta razón, para su adecuado control se requiere una rígida disciplina jerárquica equiparada a la militar, además es menester implantar jornadas especiales acordes con las necesidades propias del servicio que se presta, dado que las funciones encomendadas a los miembros de dichas corporaciones no tienen fines de carácter económico, pues su objetivo es de control y seguridad para la convivencia de los componentes de la sociedad; en tales condiciones, los elementos de la policía preventiva se encuentran constreñidos a cumplir órdenes de sus superiores, asistir puntualmente a los servicios ordinarios y comisiones especiales que se les asignen, pues deben conducirse con pulcritud, buenos modales, rechazo a los vicios y con escrupuloso respeto a las Leyes y Reglamentos, así como a los derechos humanos; por consiguiente, es inconcuso que, dada la naturaleza del servicio que prestan, no participan de la prestación consistente en tiempo extraordinario, ya que por la naturaleza del servicio que tienen encomendado deben prestarlo de acuerdo a las exigencias y circunstancias del mismo, amén de que ni en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, ni en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se contempla algún numeral que reconozca a favor del actor el derecho al pago de horas extraordinarias, lo anterior obedece a que la prestación de servicios se da por turnos y existen dos tipos; unos turnos de 12 doce horas de servicio por 24 veinticuatro horas de descanso, en este caso queda debidamente compensado con el disfrute del descanso otorgado inmediatamente después de concluido el tiempo y otros turnos denominados “Delta” que son de 10 diez horas diarias, solo computando 60 sesenta horas a la semana; de ahí resulta, que a los elementos de los cuerpos de seguridad en nuestro Municipio, se les asigna la remuneración catorcenal considerando las características de cada turno, fijándose de acuerdo a las necesidades inherentes a la función que desempeñan los policías preventivos y conforme lo exige la sociedad Leonesa, pues no debe pasarse por desapercibido que la seguridad es de orden público e interés social, de donde resulta que la sociedad está interesada en que se le proporcione vigilancia durante las 24 veinticuatro horas de los 365 trescientos sesenta y cinco días del año, por esta razón los turnos son distintos a las jornadas que regula la Ley Federal del Trabajo, en tal virtud, resulta infundada la pretensión de reconocimiento del derecho relativa al pago de tiempo extraordinario. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado en Jurisprudencia por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Segundo Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Novena Época, Registro: 198485, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, V, Junio de 1997, Materia(s): Administrativa, Tesis: II.2o.P.A. J/4, visible a Página: 639, bajo el siguiente rubro: “PAGO DE TIEMPO EXTRAORDINARIO. IMPROCEDENCIA DEL, A LOS POLICÍAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO Y SUS MUNICIPIOS. Si la relación entre los cuerpos de seguridad y el Estado debe regirse por la Ley de Seguridad Pública del Estado de México, y si el artículo 29 de tal ordenamiento legal no prevé que los miembros de los cuerpos de seguridad pública tengan derecho al pago de tiempo extraordinario, es legal que al no existir fundamento jurídico alguno para la procedencia de dicha prestación deba negarse su pago. Por lo tanto, si de conformidad con lo dispuesto en los artículos 31 y 37 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de México, los cuerpos de seguridad tienen una organización militarizada, así como también la obligación de cumplir órdenes de sus superiores y asistir puntualmente a los servicios ordinarios, extraordinarios y comisiones especiales que se les asignen, es inconcuso que, dada la naturaleza del servicio que prestan, no participan de la prestación consistente en tiempo extraordinario, ya que deben prestar el servicio de acuerdo a las exigencias y circunstancias del mismo. De ahí que al no prever la procedencia del pago de tiempo extraordinario a los miembros del cuerpo de seguridad, no implica que tal cuerpo de leyes viole el principio de supremacía constitucional, habida cuenta que es el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la propia Constitución General de la República, el que señala que los cuerpos de seguridad pública se encuentran excluidos de la relación sui generis Estado-empleado.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La reclamación sobre el reconocimiento del derecho de pago de 20 veinte días por año trabajado también resulta INFUNDADA, en razón de que entre los elementos de los cuerpos de seguridad pública y el Municipio no existe una relación de naturaleza laboral y bajo la premisa de que esa relación es de carácter administrativa, los policías municipales quedan excluidos del régimen de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, por lo que solo gozan de las medidas de protección al salario y de los beneficios de la seguridad social, según lo previsto por su artículo 8; de esta manera, conforme a lo estipulado en los artículos 123, Apartado B, fracción XIII, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 50, segundo párrafo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato (inaplicable respecto al límite de tres salarios mínimos y a salarios caídos), al actor sólo se le concede una indemnización de tres meses en los términos señalados en supralíneas, más no se le confiere el beneficio de 20 veinte días por cada año de servicio, por no formar parte de la indemnización Constitucional, razón por la cual en los conflictos derivados de esa relación sui generis, en este aspecto no es aplicable supletoriamente la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, ni tampoco la Ley Federal del Trabajo, pues de acuerdo a lo señalado por el primer párrafo, de la fracción XIII, del Apartado B, del artículo 123, de nuestra Carta Magna, las relaciones entre los miembros de los cuerpos de seguridad y el Municipio, se rigen por sus propias Leyes y es el caso que en la referida Ley de Seguridad Pública no existe disposición alguna que establezca la aplicación supletoria de la mencionada Ley Burocrática, pues esta pretensión no se estima un medida de protección al salario, ni la Ley Federal del Trabajo, por ello, resulta infundada la pretensión del reconocimiento del derecho de 20 veinte días por año de servicios, dado que sólo se contempla la indemnización Constitucional por 3 tres meses de la que no forman parte estos 20 veinte días reclamados por el actor. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Registro: 161185; Instancia: Segunda Sala; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  XXXIV, Agosto de 2011; Materia(s): Administrativa; Tesis: 2a. LXX/2011; visible a Página: 530, bajo el rubro siguiente: “SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, NO COMPRENDE EL CONCEPTO DE 20 DÍAS POR AÑO. Si bien es cierto que esta Segunda Sala estima que para definir el monto de la indemnización contenida en el indicado precepto debe aplicarse analógicamente la fracción XXII del apartado A del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevé una indemnización por el importe de 3 meses de salario para el trabajador que es separado de su empleo injustificadamente; ello no significa que el servidor público, miembro de alguna institución policial de la Federación, del Distrito Federal, de los Estados o de los Municipios, tenga derecho a recibir el pago de 20 días de salario por cada año de servicios cuando la autoridad jurisdiccional resuelve que fue injustificada su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio. Esto es así, porque esa prestación no forma parte de la indemnización prevista en la fracción XXII del apartado A del citado artículo constitucional, sino que constituye el pago por la responsabilidad que deriva del conflicto ante el derecho del patrón de no reinstalar al trabajador, definida en la fracción XXI de ese mismo apartado. Por tanto, como el término de 20 días por año no está expresamente señalado en la Constitución General de la República, no puede aplicarse analógicamente al caso de la indemnización de los miembros de instituciones policiales establecida en la fracción XIII del apartado B del mencionado artículo 123, porque se trata de un concepto jurídico exclusivo del derecho laboral, desarrollado en la Ley Federal del Trabajo, legislación que resulta inaplicable a los miembros de instituciones policiales, debido a que su relación es de naturaleza administrativa.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La reclamación sobre el reconocimiento del derecho sobre la cantidad acumulada por  aportaciones al Fondo de Ayuda Mutua,  a razón de  ---, resulta INFUNDADA, en virtud de que del recibo de nomina aportado y admitido como pruebas en este proceso no se advierte un rubro con esta denominación, por tanto, esta no constituye una prestación económica a que tuviera derecho el justiciable y para el caso de que esta aportación este vinculada con algún beneficio de la seguridad social, por tratarse de un servicio de seguros, entonces esta prestación se recibía en especie, lo que hace improcedente esta pretensión en los términos solicitados por la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .  
La reclamación sobre el reconocimiento del derecho de pago de días de descanso legal obligatorio, de igual manera resulta INFUNDADA, dado que  esta reclamación es de naturaleza laboral y como se ha venido sosteniendo en supralíneas, entre los elementos de los cuerpos de seguridad pública y el Municipio existe una relación de naturaleza administrativa, que se rige por el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y los policías municipales quedan excluidos del régimen de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, según lo estipulado por su artículo 8, siendo el caso que conforme al artículo 50 ni algún otro precepto, de la multicitada Ley de Seguridad Pública, no se concede remuneración alguna por días de descanso, ya que dada la especial naturaleza del servicio que prestan, no participan de la prestación consistente en días de descanso obligatorio, ya que por las características del servicio que tienen encomendado deben prestarlo de acuerdo a las exigencias y circunstancias del mismo; por ello, como se dijo en supralíneas  los elementos de la policía preventiva tiene a su cargo una función del Municipio, razón por la cual para su adecuado control se requiere una rígida disciplina jerárquica equiparada a la militar, por ende, es menester implantar jornadas especiales acordes con las necesidades propias del servicio que se presta, dado que las funciones encomendadas a los miembros de la corporación de policial municipal no tienen fines de carácter económico, pues su objetivo es de control y seguridad para la convivencia de los componentes de la sociedad; en tales condiciones, es inconcuso que, dada la naturaleza del servicio que prestan, no participan de la prestación consistente en días de descanso legal obligatorio, ya que por la naturaleza del servicio que tienen encomendado deben prestarlo de acuerdo a las exigencias y circunstancias del mismo, lo anterior obedece a que la prestación de servicios se da por turnos, quedando debidamente compensado con el disfrute del descanso otorgado inmediatamente después de concluido el tiempo, de ahí resulta, que a los elementos de los cuerpos de seguridad en nuestro Municipio, se les asignan los turnos de acuerdo a las necesidades inherentes a la función que desempeñan y conforme lo exige la sociedad Leonesa, pues como se dijo la seguridad es de orden público e interés social y la sociedad está interesada en que se le proporcione vigilancia durante las 24 veinticuatro horas de los 365 trescientos sesenta y cinco días del año, por esta razón los turnos son distintos a las jornadas que regula la Ley Federal del Trabajo, en tal virtud, resulta infundada la pretensión de reconocimiento del derecho relativa al pago de días de descanso legal obligatorio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo que hace a la pretensión de no inscripción o cancelación en los Registros Nacional y Estatal de Personal de las Instituciones de Seguridad Pública, resulta INFUNDADA, en razón de que por mandato expreso de los artículos 60, primer párrafo, de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, éste último en lo aplicable, el acto o la resolución a través de la cual se da la separación del servicio de los elementos de los cuerpos de seguridad pública Municipal aún y cuando sea injustificada al carecer de legalidad, ésta debe inscribirse en el Registro Nacional y Estatal de Personal de las Instituciones de Seguridad Pública; en esas condiciones, aún y cuando se declare la nulidad del acto impugnado, debe prevalecer la inscripción en los referidos Registros Nacional y Estatal; ahora bien, la Secretaria de Seguridad Pública de esta Municipalidad o cualquier Institución Policial de algún otra Entidad o Municipio, previamente a la autorización de ingreso de una persona a sus Cuerpos de Seguridad deberá consultar los antecedentes del aspirante en los Registro Nacional y Estatal e incluso no debe olvidarse que la permanencia de los miembros en las Instituciones Policiales se encuentra condicionada al cumplimiento de los requisitos que determine la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, de ahí, la importancia y trascendencia de este registro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La pretensión sobre el pago del seguro de vida por el monto de ---, para el caso de que durante el trámite de este proceso falleciera el actor y dicha cantidad se cubra a sus beneficiarios, resulta INFUNDADA, en virtud de que, por un lado, el pago del seguro de vida jurídicamente es a cargo de la Aseguradora, la que no es parte en este proceso y por ser una persona moral privada, ya que en la sentencia que pone fin al proceso administrativo, por su naturaleza jurídica no es posible constreñirla al cumplimiento de las obligaciones derivadas de la póliza o contrato de seguro, ya que esta se rige por sus propias Leyes, las que no son de carácter administrativo; y, por otro lado, esta pretensión en especie no constituye una prestación de naturaleza indemnizatoria, amén de que el pago solicitado se encuentra condicionado al fallecimiento del asegurado bajo las condiciones del Contrato respectivo y en su caso a lo que disponga la Ley de la materia, luego entonces resulta infundada esta pretensión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La pretensión sobre el pago de ---, que dice el actor se cubre a los elementos de policía que causan baja, con recursos del subsidio para la Seguridad Pública Municipal (Subsemun), también resulta INFUNDADA, toda vez que la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y las Reglas para el Otorgamiento del Subsidio a los Municipios, y en su caso, a los Estados cuando tengan a su cargo la Función o la ejerzan coordinadamente con los Municipios, así como al Gobierno del Distrito Federal en sus Demarcaciones Territoriales, publicadas en el Diario Oficial de la Federación, el día 28 veintiocho de enero del año 2011, dos mil once, no establecen ninguna disposición que permita que los recursos de coparticipación se destinen a un fondo para el pago de indemnizaciones y prestaciones para elementos de los cuerpos de seguridad que sean separados del servicio de manera injustificada, pues el destino de los recursos del Subsidio en Materia de Seguridad Pública se encuentra claramente definido por dichas Reglas y los objetivos generales y específicos del “Subsemun”, no tienen como fin o destino el pago de ese concepto a elementos de policía dados de baja; y, por una parte, el actor omitió proporcionar elementos o datos para identificar algún programa o fondo implantado por las Instituciones Policiales de León, Guanajuato, para cubrir el concepto que comprende esta pretensión; y, por otra parte, esta prestación no se contempla como indemnización en el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni el artículo 50 segundo párrafo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, además de que no forma parte de esa indemnización Constitucional y dicha pretensión no se considera que este contemplada dentro de las medidas de protección al salario, por esta razón, resulta infundada la reclamación sobre el reconocimiento del derecho que nos ocupa. . . . . 
En consecuencia, ante la ilegalidad de la destitución impugnada, con fundamento en el artículo 300  fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad del acto combatido que consiste en la destitución del cargo de policía raso que ocupaba el actor en la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en párrafos anteriores; sin embargo, a pesar de que se dio la separación definitiva del servicio de manera injustificada, en la especie resulta imposible de hecho y de derecho retrotraer los efectos jurídicos de la nulidad del acto impugnado, toda vez que al demandante por disposición Constitucional y Legal, no es posible reincorporarlo al cargo que desempeñaba y para este supuesto, según lo dispuesto por el artículo 143, último párrafo, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se debe cubrir un resarcimiento económico mediante al pago de una indemnización y algunas otras prestaciones; por ende, conforme a lo estipulado por el artículo 300, fracción V, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, procede reconocer el derecho al pago de las siguientes prestaciones: a).- Una indemnización equivalente a 3 tres meses, establecida en el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual será calculada con el 100% cien por ciento de la remuneración diaria percibida por la prestación de servicios; b).- La prima de antigüedad a razón de 12 doce días por año; c).- El aguinaldo generado desde el 1° primero de enero del año 2011, dos mil once, hasta el día en se cumpla esta sentencia; d).- Las vacaciones por 1 un año y 6 seis meses anteriores a la fecha de la destitución del actor; e).- La prima vacacional por 6 seis meses anteriores a la fecha de la destitución del actor, hasta que se cumplimente este fallo; f).- Los salarios o remuneraciones caídas o que debió percibir, generados desde la fecha de la separación del cargo, hasta el día en se cumpla esta sentencia; y, g).- El fondo de ahorro a partir de la primera catorcena del mes de enero del año 2010 dos mil diez, hasta el día ---, a razón de --- catorcenales. Lo anterior, en los términos precisados en este considerando. En virtud de lo expuesto y además con fundamento en el artículo 300  fracción VI, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se condena al Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato, a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Desarrollo Institucional de este Municipio, a fin de que se realice el pago en efectivo o la expedición del cheque respectivo por la Tesorería Municipal, con cargo a la partida presupuestal correspondiente, concediéndosele para tal efecto el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada la presente sentencia; debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, en la especie resulta improcedente el reconocimiento del derecho respecto a las siguientes prestaciones:  a).- El pago de horas extras; b).- El pago de 20 veinte días por año trabajado; c).- El pago de aportaciones de ayuda mutua; d).- El pago de días de descanso obligatorio; e).- La no inscripción en el Registro Nacional y Estatal de Personal de las Instituciones de Seguridad Pública; f).- El pago del seguro de vida por ---; y, g).- El pago de --- del Subsidio para la Seguridad Pública Municipal, por la razones expresadas en este considerando. . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en el concepto de agravio analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de la demás  conceptos de agravio esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala,  Séptima época,  Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 123, Apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones  II,  V  y  VI,  y  302  fracción II,  del  Código  de Procedimiento y  Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . .  . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del oficio sin número, de fecha ---, dos mil once, suscrito por el Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato, a través del cual se destituye del cargo de Policía Raso a Francisco Javier Pacheco Martínez, adscrito a la Dirección General de Policía de la Secretaria de Seguridad Pública de León, Guanajuato, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se reconoce al actor el derecho al pago de las siguientes prestaciones: a).- Una indemnización equivalente a 3 tres meses, establecida en el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual será calculada con el 100% cien por ciento de la remuneración diaria percibida por la prestación de servicios; b).- La prima de antigüedad a razón de 12 doce días por año; c).- El aguinaldo generado desde el 1° primero de enero del año 2011, dos mil once, hasta el día en se cumpla esta sentencia; d).- Las vacaciones por 1 un año y 6 seis meses anteriores a la fecha de la destitución del actor; e).- La prima vacacional por 6 seis meses anteriores a la fecha de la destitución del actor, hasta que se cumplimente este fallo; f).- Los salarios o remuneraciones caídas o que debió percibir, generados desde la fecha de la separación del cargo, hasta el día en se cumpla esta sentencia; y, g).- El fondo de ahorro a partir de la primer catorcena del mes de enero del año 2010 dos mil diez, hasta el día 26 veintiséis de mayo del año 2011, dos mil once, a razón de --- catorcenales; lo anterior, en los términos precisados y por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando del presente fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se condena al Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato, a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Desarrollo Institucional de este Municipio, a fin de que se realice el pago en efectivo o la expedición del cheque respectivo por la Tesorería Municipal, con cargo a la partida presupuestal correspondiente, concediéndosele para tal efecto el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada la presente sentencia, lo anterior, por las  razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- No se reconoce al actor el derecho al pago de las siguientes prestaciones: a).- El pago de horas extras; b).- El pago de 20 veinte días por año trabajado; c).- El pago de aportaciones de ayuda mutua; d).- El pago de días de descanso obligatorio; e).- La no inscripción en el Registro Nacional y Estatal de Personal de las Instituciones de Seguridad Pública; f).- El pago del seguro de vida por ---; y, g).- El pago de --- del Subsidio para la Seguridad Pública Municipal, lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando del presente fallo. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . .
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de de Estudio y Cuenta, la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
